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INtroduccIóN
El Estado parte en la Convención Americana de Derechos 
Humanos (en adelante, cadh) tiene la obligación de suminis-
trar recursos judiciales adecuados y eficaces a las víctimas 
de las violaciones a los derechos humanos y al derecho 
internacional humanitario1, los cuales deben ser tramitados 
de conformidad con las reglas del debido proceso y dentro 
de un plazo razonable (art. 8.1 cadh)2. Todo ello en el marco 
1 Sobre el tema, la Corte ha señalado: “La garantía allí consagrada se aplica 
no solo respecto de los derechos contenidos en la Convención, sino también 
de aquellos que estén reconocidos por la Constitución o por la ley” (Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, 2001a, núm. 111).
2 Al respecto, la Corte ha manifestado: “Los Estados tienen la responsabilidad 
de consagrar normativamente y de asegurar la debida aplicación de los 
recursos efectivos y las garantías del debido proceso legal ante las autoridades 
competentes, que amparen a todas las personas bajo su jurisdicción 
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de las obligaciones generales de respetar y garantizar el 
ejercicio de los derechos y libertades reconocidos a toda 
persona sometida a su jurisdicción, sin discriminación alguna 
por razones de sexo, raza, género, edad, origen nacional o 
familiar, lengua, idioma, religión o creencia, posición eco-
nómica, condición social, opinión política o cualquier otro 
criterio análogo (art. 1.1 cadh)3. 
La Corte Interamericana de Derechos Humanos (en 
adelante, Corte Idh) ha considerado en su jurisprudencia 
que el derecho de las víctimas a un recurso judicial adecua-
do y eficaz “constituye uno de los pilares básicos, no sólo 
de la Convención Americana, sino del propio Estado de 
Derecho en una sociedad democrática en el sentido de la 
Convención” (Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
1997a, núm. 82)4. De esta manera, cuando un Estado parte 
en un caso concreto, por acción u omisión de cualquiera 
de sus autoridades públicas, viola alguno de los derechos 
reconocidos en la Convención (o en otro tratado del Sistema 
Interamericano)5, las víctimas o sus representantes deben, 
en principio, interponer y agotar los recursos judiciales 
internos como condición de admisibilidad de su petición 
contra actos que violen sus derechos fundamentales o que conlleven a la 
determinación de los derechos y obligaciones de éstas” (Corte Interamericana 
de Derechos Humanos, 2004a, núm. 145). En igual sentido, véase Corte 
Interamericana de Derechos Humanos (2006a; 2006b; 2007a). 
3 Véase también Corte Interamericana de Derechos Humanos (2007a; 2006c; 
2006d; 2009; 2009b). 
4 Véase también Corte Interamericana de Derechos Humanos (1998a; 1999a; 
2006e; 2006f).
5 La Corte Idh tiene competencia para conocer de los casos en que se aleguen 
violaciones de los derechos del párrafo a) del artículo 8 y del artículo 13 del 
Protocolo Adicional a la Convención en materia de derechos económicos, 
sociales y culturales; y de los casos en que se aleguen violaciones de la 
Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas. Por 
último, la Corte se ha atribuido competencia para aplicar la Convención 
Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura y la Convención 
Interamericana para Prevenir, Erradicar y Sancionar la Violencia contra la 
Mujer.
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individual ante la Comisión Interamericana6, salvo que en 
el ordenamiento jurídico interno no existan las garantías 
judiciales del debido proceso, no haya acceso efectivo a la 
administración de justicia, se presente retardo injustificado 
en la adopción de las decisiones, o haya temor generalizado 
de los abogados para representar legalmente a una persona, 
entre otras cosas7. 
Por su parte, la Comisión (en adelante, cIdh), antes de 
someter un caso a la Corte Idh, debe agotar, según las cir-
cunstancias del caso concreto, los procedimientos estable-
cidos en los artículos 48 a 51 de la cadh8, los cuales tienen 
por finalidad “obtener el cumplimiento de las obligaciones 
a cargo de los Estados y particularmente, en este contexto, 
del deber jurídico de cooperar para la investigación y el 
remedio de las violaciones a los derechos humanos que les 
pudieran ser imputadas” (Corte Interamericana de Derechos 
Humanos 1987a, núm. 59)9. Asimismo, las citadas disposicio-
nes convencionales ofrecen al Estado parte “la posibilidad 
de resolver el asunto antes de verse demandado ante la 
Corte, y al reclamante la de obtener un remedio apropiado 
de una manera más rápida y sencilla”10. De esta manera, 
la cIdh, con base en el artículo 48.1 f), puede, según el caso 
en concreto11, ponerse a disposición de las partes para la 
6 Sobre las condiciones de admisibilidad de las peticiones ante la Comisión 
Interamericana ver Faúndez Ledesma (2004).
7 Sobre el tema ver Faúndez Ledesma (2007). 
8 Al respecto, la Corte ha señalado: “Se trata, con todo (…), de dispositivos cuyo 
funcionamiento y eficacia dependerán de las circunstancias de cada caso, en 
especial de la naturaleza de los derechos afectados, de las características de los 
hechos denunciados y de la voluntad de cooperación del gobierno involucrado 
para la investigación del asunto y para la adopción de las medidas necesarias 
para solventarlo” (Corte Interamericana de Derechos Humanos, 1987b). En 
igual sentido, véase Corte Interamericana de Derechos Humanos (1987c). 
9 De manera análoga, véase Corte Interamericana de Derechos Humanos (1987b; 
1987c).
10 Corte Interamericana de Derechos Humanos (1987b; 1987c).
11 Sobre el punto, la Corte ha manifestado: “Una interpretación, de acuerdo con 
el contexto de la Convención, lleva al convencimiento de que esa actuación de 
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búsqueda de una solución amistosa “fundada en el respeto 
a los derechos humanos reconocidos en esta Convención”. 
Así por ejemplo, el acuerdo de solución amistosa en los 
casos de desapariciones forzadas y ejecuciones extrajudicia-
les cometidas por agentes estatales comprende los siguientes 
compromisos: (i) reconocimiento de responsabilidad inter-
nacional del Estado por la violación de la cadh (o de otro 
tratado del Sistema Interamericano); (ii) reparación adecuada 
y oportuna de las consecuencias de las violaciones a los 
derechos humanos y al derecho internacional humanitario; 
(iii) indemnización por los daños materiales e inmateriales 
sufridos por las víctimas, sus familiares y dependientes; 
(iv) investigación, juzgamiento y sanción efectiva de los 
responsables de las violaciones a los derechos humanos 
y al derecho internacional humanitario; (v) localización, 
exhumación y traslado de los restos de la víctima al lugar 
de elección de sus familiares, sin costo alguno para ellos; 
y, (vi) supervisión y seguimiento por parte de la cIdh del 
cumplimiento de los compromisos asumidos por el Estado 
parte en el acuerdo de solución amistosa12. Sin embargo, 
en caso de no lograrse una solución amistosa, la cIdh, de 
conformidad con el artículo 50, deberá elaborar un informe 
sobre los hechos sometidos a su consideración y, según el 
caso, podrá formular “las recomendaciones y proposiciones 
que juzgue adecuadas” (art. 50.3 cadh). 
Este informe se transmite “con carácter reservado al 
Estado para que adopte las proposiciones y recomenda-
ciones de la Comisión y solucione el problema” (Corte 
la Comisión debe intentarse sólo cuando las circunstancias de una controversia 
determinen la necesidad o la conveniencia de utilizar este instrumento, 
supuestos sujetos a la apreciación de la Comisión”. Corte Interamericana de 
Derechos Humanos (1987a). En igual sentido, véase Corte Interamericana de 
Derechos Humanos (1987b; 1987c). 
12 Sobre el tema, véanse los informes de la Corte Idh (Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, 2003a; 2003b; 2003c; 2004b; 2005a; 2005b; 2005c; 2005d; 
2006g; 2006h; 2008a; 2008b).
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Interamericana de Derechos Humanos, 1993, núm. 48). Si 
transcurridos tres meses, desde la remisión al Estado parte 
del mencionado informe, el caso no ha sido solucionado o 
sometido a decisión de la Corte Idh13, la cIdh, con base en el 
artículo 51, “podrá emitir, por mayoría absoluta de votos de 
sus miembros, su opinión y conclusiones sobre la cuestión 
sometida a su consideración” (art. 51.1 cadh). La cIdh, en 
este informe, formulará las recomendaciones y fijara un 
plazo “dentro del cual el Estado debe tomar las medidas 
que le competen para remediar la situación examinada” 
(art. 51.2 cadh). 
Transcurrido el término señalado, la cIdh “decidirá, por 
la mayoría absoluta de votos de sus miembros, si el Estado 
ha tomado o no medidas adecuadas y si publica o no su 
informe” (art. 51.3 cadh)14. Por ejemplo, el informe de la 
cIdh en los casos de desapariciones forzadas y ejecuciones 
extrajudiciales perpetradas por agentes estatales comprende 
las siguientes recomendaciones: (i) reparación adecuada y 
oportuna a las víctimas y sus familiares de las consecuen-
cias de las violaciones a los derechos humanos y al derecho 
internacional humanitario; (ii) adopción de una política 
pública de lucha contra la impunidad de las violaciones a los 
derechos humanos y al derecho internacional humanitario; 
(iii) prevención de las violaciones a los derechos humanos y 
al derecho internacional humanitario por parte de los agen-
13 Sobre este punto, la Corte ha manifestado: “En consecuencia, si la Comisión 
procede a preparar o a publicar el informe del artículo 51, a pesar de 
haber introducido ya el caso ante la Corte, puede considerarse que ha 
aplicado indebidamente las disposiciones de la Convención, circunstancia 
ésta que puede afectar el valor jurídico del informe, pero que no acarrea 
la inadmisibilidad de la demanda puesto que, como se dijo, el texto de 
la Convención no condiciona, de ninguna manera, la introducción de la 
instancia a la no publicación del informe previsto por el artículo 51” (Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, 1987a, p. 14). En igual sentido, véase 
también Corte Interamericana de Derechos Humanos (1987b; 1987c; 1999b). 
14 Al respecto, véase las siguientes opiniones consultivas: Corte Interamericana 
de Derechos Humanos (1993; 1997b). 
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tes estatales; (iv) derogación de las leyes de amnistía que 
obstaculicen las investigaciones sobre las violaciones a los 
derechos humanos y al derecho internacional humanitario 
perpetradas por agentes estatales; (v) capacitación en materia 
de derechos humanos y derecho internacional humanitario 
para los miembros de las fuerzas armadas o de policía del 
Estado; (vi) investigación, juzgamiento y sanción efectiva de 
los responsables de las violaciones a los derechos humanos 
y al derecho internacional humanitario; (vii) localización, 
exhumación y traslado de los restos de la víctima al lugar 
de elección de sus familiares, sin costo alguno para ellos; 
(viii) adopción de medidas efectivas destinadas a desman-
telar grupos armados ilegales (tales como las patrullas de 
autodefensa civil)15; (ix) modificación de las disposiciones 
legislativas sobre la competencia de la jurisdicción penal 
militar para investigar violaciones a los derechos humanos 
cometidas por agentes estatales; (x) adopción de medidas 
de protección de líderes de movimientos sociales y de co-
munidades en riesgo; y, (xi) supervisión del cumplimiento 
de las recomendaciones por parte de la cIdh16. 
En este sentido, la Corte Idh, en el Caso Caballero Delgado 
y Santana vs. Colombia, estableció que las recomendaciones 
formuladas por la cIdh en sus informes con base en los ar-
tículos 50 y 51 de la cadh no son decisiones judiciales obli-
gatorias “cuyo incumplimiento generaría la responsabilidad 
del Estado” (Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
1995, núm. 67)17. En este caso, un Estado parte en la cadh 
no compromete su responsabilidad internacional por el 
15 Al respecto, véase Corte Interamericana de Derechos Humanos (1998a; 2004c; 
2004d).
16 Sobre el tema, véase Corte interamericana de Derechos Humanos (2003; 2004e; 
2004f; 2005e; 2006i; 2006j; 2006k; 2007b; 2008c; 2008d; 2009c; 2009d).
17 En igual sentido, véase Corte Interamericana de Derechos Humanos (1997c; 
2001b; 2004a). 
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incumplimiento de una recomendación no obligatoria18. 
Posteriormente, la Corte Idh, en el caso Loayza Tamayo vs. 
Perú, con base en el principio de buena fe reconocido en el 
artículo 31.1 de la Convención de Viena sobre el Derecho 
de los Tratados de 1969, consideró que los Estados parte 
en la cadh tienen “la obligación de realizar sus mejores 
esfuerzos para aplicar las recomendaciones de un órgano 
de protección como la Comisión Interamericana” (Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, 1997d, núm. 80)19. 
Por su parte, la Corte Idh ejerce su jurisdicción de mane-
ra subsidiaria en relación con los Estados miembros de la 
Organización de los Estados Americanos (oea) que hayan 
ratificado la cadh y aceptado su competencia contenciosa 
(en especial, el derecho de petición individual internacional 
y la intangibilidad de la jurisdicción obligatoria de la Corte 
Idh constituyen las cláusulas pétreas de la protección interna-
cional de los derechos humanos)20. De esta manera, la Corte 
Idh, en el ejercicio de su competencia contenciosa, establece, 
en un caso concreto, si un Estado parte es o no responsable 
internacionalmente por violación de los derechos y liber-
tades reconocidos en la cadh o en otro tratado del Sistema 
Interamericano (en concreto, el procedimiento contencioso 
ante la Corte Idh comienza cuando la cIdh remite el informe 
de fondo establecido en el artículo 50 de la cadh) (Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, 2009e, art. 35)21. 
Por consiguiente, la Corte Idh, con base en el artículo 63 de 
la cadh, ordena al Estado responsable de las violaciones a 
los derechos humanos la reparación integral de los daños 
18  De manera análoga, véase Corte Interamericana de Derechos Humanos (1995, 
núm. 80; 2004a, núm. 85).   
19 Véase además Corte Interamericana de Derechos Humanos (1998a; 1999c; 
2001b; 2004a). 
20 Sobre el particular véase Cançado Trindade (2004; 2004b).
21 Asimismo, véase Remotti Carbonell (2003).
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ocasionados a las víctimas y sus familiares inmediatos22 (en 
particular, el concepto de reparación integral comprende la 
restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción y las 
garantías de no repetición)23. En este sentido, la Corte Idh, 
con fundamento en el artículo 63 de la cadh, ordena, entre 
otras, las siguientes medidas de reparación: (i) restituir a 
la víctima a la situación en la que se encontraba antes de la 
ocurrencia de los hechos; (ii) investigar, juzgar y condenar 
a penas adecuadas a los responsables de las violaciones a 
los derechos humanos y al derecho internacional humani-
tario; (iii) indemnizar los daños materiales e inmateriales 
ocasionados a las víctimas y a sus familiares; (iv) otorgar 
asistencia médica, psicológica o psiquiátrica gratuita a las 
víctimas que lo requieran y soliciten; (v) localizar, identifi-
car y entregar los restos de una persona desaparecida a sus 
familiares inmediatos; y, (iv) derogar o modificar la legisla-
ción interna incompatible con las disposiciones de la cadh24. 
En consecuencia, el Estado parte, conforme a los artículos 
67 y 68.1 de la cadh (en aplicación del principio pacta sunt 
servanda), tiene la obligación de garantizar el cumplimiento 
de las sentencias y decisiones pronunciadas por la Corte Idh 
en favor de las víctimas y sus familiares inmediatos (tales 
como medidas provisionales para evitar daños irreparables, 
en casos de urgencia y gravedad). Además, la Corte Idh en 
el ejercicio de sus funciones jurisdiccionales podrá: (i) soli-
citar informes al Estado sobre las medidas adoptadas para 
garantizar la ejecución de sus sentencias o decisiones; (ii) 
solicitar observaciones a las víctimas o sus representantes 
legales sobre los informes presentados por el Estado; (iii) 
solicitar observaciones a la cIdh sobre los informes del Esta-
do y las observaciones de las víctimas o sus representantes 
22 Sobre el tema véase Feria Tinta (2006).
23 Al respecto véase García Ramírez (2005).
24 Sobre el tema véase Beristain (2008).
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legales; (iv) convocar, según el caso concreto, al Estado y a 
los representantes legales de las víctimas a una audiencia con 
la intervención de la cIdh para supervisar el cumplimiento 
de las reparaciones y medidas provisionales25.
En este orden de ideas, el objeto de la presente inves-
tigación consiste en responder la siguiente pregunta: ¿la 
acción de revisión penal constituye o no un mecanismo 
adecuado para la ejecución interna de las decisiones de la 
Comisión y la Corte Interamericana por el incumplimiento 
manifiesto del Estado colombiano del deber de investigar, 
juzgar y sancionar a los responsables de violaciones a los 
derechos humanos y al derecho internacional humanitario 
ante la jurisdicción ordinaria? En la primera parte se anali-
za el contenido y alcance del deber de investigar, juzgar y 
sancionar a los responsables de las violaciones a los dere-
chos humanos y al derecho internacional humanitario en la 
jurisprudencia de la Corte Idh26, así como la relativización 
25 Al respecto véase Krsticevic y Tojo (2009).
26 La Corte Idh señaló que no existe duda en relación con la aplicabilidad del 
derecho internacional humanitario en situaciones de conflicto armado interno, 
razón por la cual la Corte “puede observar las regulaciones del dIh, en tanto 
normativa concreta en la materia, para dar aplicación más específica a la 
normativa convencional en la definición de los alcances de las obligaciones 
estatales” (2012a, párr. 24). En el caso de las Comunidades Afrodescendientes 
Desplazadas de la Cuenca del Río Cacarica, la Corte Interamericana debía 
establecer si el Estado violó los derechos a la vida y a la integridad personal 
de Marino López Mena y los derechos a la integridad personal y a no ser 
desplazados forzadamente en perjuicio de los miembros de las comunidades 
afrodescendientes ubicadas en la cuenca del río Cacarica, en el departamento 
del Chocó, debido a la ejecución de la “Operación Génesis”. Debido a la 
especificidad del derecho internacional humanitario en materia del empleo 
de la fuerza durante la ejecución de operaciones militares, la Corte advirtió 
sobre la necesidad de orientar el análisis de casos cuyo contexto es el de un 
conflicto armado interno conforme con los principios y reglas de este cuerpo 
normativo (Corte Interamericana de Derechos Humanos, 2013). En el caso 
Nicolás Cruz Sánchez vs. Perú, la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
(2015) analizó si la muerte de dos de los catorce miembros del Movimiento 
Revolucionario Túpac Amaru (mrta), que incursionaron en la embajada del 
Japón en Perú y tomaron como rehenes a más de 600 personas, fue producto 
del enfrentamiento con miembros de las fuerzas especiales de Perú o si se 
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de los principios de non bis in idem y de cosa juzgada en la 
jurisprudencia de la Corte Constitucional. La segunda parte 
examina la interpretación y aplicación de las causales de la 
acción de revisión por parte de la Sala de Casación Penal de 
la Corte Suprema de Justicia (en adelante, cSj Penal), para 
establecer si es o no un mecanismo adecuado de ejecución 
interna de las decisiones de la cIdh y la Corte Idh. 
1. el deBer de INveStIgar de forma SerIa e ImparcIal 
laS vIolacIoNeS a loS derechoS humaNoS
y al derecho INterNacIoNal humaNItarIo
La Corte Idh ha manifestado en reiterada jurisprudencia 
que la obligación convencional de garantizar los derechos 
y libertades reconocidos en la cadh (art. 1.1) comprende el 
deber de investigar, juzgar y sancionar a los responsables de 
las violaciones a los derechos humanos y al derecho inter-
nacional humanitario (arts. 8.1 y 25.1 cadh)27. En efecto, la 
Corte Idh ha reconocido el derecho que tienen las víctimas 
y sus familiares inmediatos a saber, dentro de un plazo ra-
zonable, quiénes fueron los responsables de las violaciones 
a sus derechos humanos, así como las circunstancias de 
tiempo, modo y lugar en que ocurrieron tales hechos28. La 
Corte Idh, en el Caso Bámaca Velásquez vs. Guatemala, esta-
bleció que el derecho a la verdad “se encuentra subsumido
trató en realidad de ejecuciones extrajudiciales. En este caso, la Corte señaló 
que en los asuntos en donde se evalúe el uso de la fuerza deberán tenerse 
en cuenta las circunstancias y el contexto en que ocurrieron los hechos. Al 
observar la Corte que el uso de la fuerza contra los miembros del mrta se 
dio en el contexto de un conflicto armado no internacional (una operación 
de rescate de rehenes), determinó que el análisis de los hechos que rodearon 
la muerte de los dos emerretistas debía realizarse a la luz de las normas y 
principios del derecho internacional humanitario. 
27 Sobre el tema, véase las siguientes sentencias de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos: 1998b; 1998c; 1999a; 2006d; 2006e.
28 Al respecto, véase Corte Interamericana de Derechos Humanos (2009a; 2009b; 
2009f). 
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en el derecho de la víctima o sus familiares a obtener de los
órganos competentes del Estado el esclarecimiento de
los hechos violatorios y las responsabilidades correspon-
dientes, a través de la investigación y el juzgamiento que 
previenen los artículos 8 y 25 de la Convención” (2000, 
núm. 201)29 (en particular, la Corte Idh ha considerado que 
el derecho a la verdad se encuentra subsumido en el de-
recho de acceso a la justicia)30. En consecuencia, el Estado 
parte en la cadh debe realizar una investigación judicial ex 
officio, seria, imparcial y efectiva para esclarecer los hechos 
relacionados con las violaciones a los derechos humanos 
y al derecho internacional humanitario, de conformidad 
con las garantías judiciales derivadas del derecho al debido 
proceso (arts. 8.1 y 25.1, en relación con el art. 1.1 cadh)31. 
La investigación judicial es una “obligación de medios” que 
no genera responsabilidad internacional de un Estado parte 
en la cadh por la no obtención de un resultado satisfactorio 
para las víctimas de violaciones a los derechos humanos 
y al derecho internacional humanitario32. Sin embargo, la 
investigación deberá ser realizada por la jurisdicción ordina-
ria dentro de un plazo razonable y con la debida diligencia 
para determinar los responsables de las violaciones a los 
derechos humanos y al derecho internacional humanitario 
(arts. 8.1 y 25.1 cadh)33. 
29 En igual sentido, véase también Corte Interamericana de Derechos Humanos 
(2001c; 2002a; 2005h; 2006c; 2006e; 2006l; 2006m; 2006n; 2009a; 2009b). 
30 Sobre el tema, la Corte Idh ha manifestado: “El derecho de acceso a la justicia 
debe asegurar, en tiempo razonable, el derecho de las presuntas víctimas o 
sus familiares a que se haga todo lo necesario para conocer la verdad de lo 
sucedido y se sancione a los eventuales responsables” (2009b, núm. 105). En 
igual sentido, véanse las siguientes sentencias de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos: 2005h; 2006e; 2007a.
31 En igual sentido véase Corte Interamericana de Derechos Humanos (2006d; 
2006e; 2009a). 
32 Al respecto véase Corte Interamericana de Derechos Humanos (1989; 1995; 
2001d; 2006e; 2007c).
33 Sobre el tema véase Corte Interamericana de Derechos Humanos (2006d; 
2006n; 2007c; 2007d; 2009a; 2009b; 2009f).
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Por otra parte, la Corte Idh ha establecido que la juris-
dicción penal militar en un Estado democrático de derecho 
tiene un ámbito restringido y excepcional para investigar, 
juzgar y sancionar a los miembros de la Fuerza Pública “por 
la comisión de delitos o faltas que por su propia naturaleza 
atenten contra bienes jurídicos propios del orden militar” 
(2004g, núm. 165). De acuerdo con esto, cuando la jurisdic-
ción penal militar “asume competencia sobre un asunto que 
debe conocer la justicia ordinaria, se ve afectado el derecho 
al juez natural y, a fortiori, el debido proceso, el cual, a su 
vez, se encuentra íntimamente ligado al propio derecho de 
acceso a la justicia” (1999d, núm. 128). En este sentido, la 
jurisdicción penal militar no es competente para investigar, 
juzgar y sancionar los delitos perpetrados por los miembros 
de la Fuerza Pública que no tengan relación con el cumpli-
miento de sus funciones constitucionales o legales34, tales 
como genocidio, tortura u otros tratos crueles, inhumanos 
o degradantes, violación u otros abusos sexuales, deporta-
ción o traslado forzoso de población, ejecución extrajudicial 
o desaparición forzada de personas35. Así por ejemplo, la 
Corte Idh, en los casos 19 Comerciantes, Masacre de Mapiripán, 
Masacre de Pueblo Bello, Masacre de La Rochela, Escué Zapata, 
Vélez Restrepo y familiares, Comunidades afrodescendientes 
desplazadas de la Cuenca del Río Cacarica (Operación Génesis) y 
Rodríguez Vera y otros (Desaparecidos del Palacio de Justicia) vs. 
34 Sobre el tema véase Corte Interamericana de Derechos Humanos (2009a). 
35 Al respecto, la Corte Idh, en el Caso de los 19 Comerciantes vs. Colombia, 
manifestó: “Esta Corte considera que la anterior atribución de competencia de 
la jurisdicción penal militar para conocer de los supuestos delitos perpetrados 
en perjuicio de los 19 comerciantes por miembros del Ejército, quienes ya 
estaban siendo investigados por la jurisdicción penal ordinaria, no respetó 
los parámetros de excepcionalidad y el carácter restrictivo que caracteriza a 
la jurisdicción castrense, ya que dicha jurisdicción no era competente para 
conocer de tales hechos, todo lo cual contravino el principio del juez natural 
que forma parte del derecho a un debido proceso y del derecho de acceso a 
la justicia, consagrados en los artículos 8.1y 25 de la Convención Americana” 
(2004g, núm. 173). 
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Colombia, estableció que la jurisdicción penal militar no era 
competente para investigar las violaciones a los derechos 
humanos y al derecho internacional humanitario perpe-
tradas por agentes del Estado (o particulares que actuaron 
bajo la instigación, aquiescencia o colaboración de estos)36.
En estos casos, la Corte Idh declaró la violación de los 
derechos a las garantías judiciales (art. 8.1 cadh) y a la pro-
tección judicial (art. 25 cadh), en relación con las obligaciones 
generales de respetar y garantizar los derechos y libertades 
reconocidos en la cadh (art. 1.1)37. Por consiguiente, la Corte 
Idh ordenó al Estado colombiano, como medida de repara-
ción, investigar, juzgar y sancionar a los responsables de las 
violaciones a los derechos humanos y al derecho internacio-
nal humanitario, en el marco de la jurisdicción ordinaria, 
y conforme a las garantías judiciales del debido proceso 
(arts. 8.1 y 25.1, en relación con el art. 1.1 cadh)38. Asimismo, 
la Corte Idh ordenó al Estado colombiano abstenerse de 
aplicar disposiciones de derecho interno que contribuyan 
a perpetuar la impunidad, en los casos de violaciones a los 
derechos humanos y al derecho internacional humanitario, 
tales como la amnistía, la prescripción, el indulto, la cosa 
juzgada (aparente o fraudulenta)39, el principio de non bis in 
36 Véase Corte Interamericana de Derechos Humanos (2004g; 2005h; 2006c; 
2007d; 2007e; 2012a; 2013; 2014). 
37 Véase Corte Interamericana de Derechos Humanos (2007c; 2007d; 2009b; 
2009b; 2009f).
38 Véase Corte Interamericana de Derechos Humanos (2004g; 2005h; 2006c; 
2007e; 2007d; 2012b; 2013; 2014).
39 Sobre el tema, la Corte Idh ha manifestado: “El principio non bis in idem no 
resulta aplicable cuando el procedimiento que culmina con el sobreseimiento 
de la causa o la absolución del responsable de una violación a los derechos 
humanos, constitutiva de una infracción al derecho internacional, ha sustraído 
al acusado de su responsabilidad penal, o cuando el procedimiento no fue 
instruido independientemente o imparcialmente de conformidad con las 
debidas garantías procesales. Una sentencia pronunciada en las circunstancias 
indicadas produce una cosa juzgada aparente o fraudulenta” (2006n, núm. 
153). De manera análoga véase Corte Interamericana de Derechos Humanos 
(2004d). 
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idem, la irretroactividad de la ley penal y el establecimiento 
de excluyentes de responsabilidad40.
2. la relatIvIzacIóN de loS prINcIpIoS de non bis in idem  
y de coSa juzgada por la corte coNStItucIoNal
La Corte Constitucional ha manifestado en su jurisprudencia 
que los principios de non bis in idem y de cosa juzgada no 
son absolutos. Con respecto a la relativización de dichos 
principios por la Corte, vale la pena resaltar que esta ha 
manifestado en su jurisprudencia que los principios de non 
bis in idem y de cosa juzgada no son absolutos (CP, arts. 29 
y 93)41, por cuanto el derecho internacional de los derechos 
humanos, el derecho penal internacional y el derecho inter-
nacional humanitario (CP, arts. 9, 93 y 214.2)42 justifican una 
limitación de los mismos para combatir la impunidad de 
los responsables de las violaciones a los derechos humanos 
y al derecho internacional humanitario43.
40 Así, p. ej., la Corte Idh, en el Caso Barrios Altos vs. Perú, estableció que “son 
inadmisibles las disposiciones de amnistía, las disposiciones de prescripción y 
el establecimiento de excluyentes de responsabilidad que pretendan impedir 
la investigación y sanción de los responsables de las violaciones graves de los 
derechos humanos, tales como la tortura, las ejecuciones sumarias, extralegales 
o arbitrarias y las desapariciones forzadas, todas ellas prohibidas por 
contravenir derechos inderogables reconocidos por el Derecho Internacional 
de los Derechos Humanos” (2001c; núm. 41). En igual sentido, véase Corte 
Interamericana de Derechos Humanos (2006m; 2006n; 2009b). 
41 Sobre el tema véase Corte Constitucional (2001; 2002a; 2003a; 2003b; 2005). 
42 Al respecto véase Corte Constitucional (2001; 2002a). 
43 Así, p. ej., la Corte Constitucional estableció: “Es posible entonces establecer 
limitaciones al derecho al non bis in idem a fin de desarrollar otros valores y 
derechos constitucionales, que lleguen a ser de mayor trascendencia. Ahora 
bien, los derechos de las víctimas de los hechos punibles y el deber correlativo 
del Estado de investigar y sancionar los delitos a fin de realizar la justicia y 
lograr un orden justo (CP, Preámbulo y arts. 2.º y 229) son obviamente los 
valores constitucionales que pueden claramente colisionar con el non bis in 
idem, y que pueden entonces autorizar, o incluso, exigir una limitación de esa 
garantía constitucional del procesado” (2003a). 
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De esta manera, la relativización de los principios de 
non bis in idem y de cosa juzgada tiene por objeto garanti-
zar los derechos a la verdad, a la justicia y a la obtención 
de una reparación de las víctimas de violaciones a los 
derechos humanos y al derecho internacional humanitario 
(CP, arts. 2, 9, 93, 229 y 250)44. Así, por ejemplo, el numeral 
3 del artículo 20 del Estatuto de Roma de la Corte Penal 
Internacional (en adelante, ER) establece la prohibición 
de juzgar a una persona que haya sido procesada por un 
juez o tribunal interno por hechos relacionados con los 
crímenes de carácter internacional, tales como genocidio, 
crímenes de lesa humanidad y de guerra (ER, arts. 6, 7 y 8). 
Sin embargo, el numeral 3 del artículo 20 consagra en los 
literales a) y b) unas excepciones a los principios de non bis 
in idem y de cosa juzgada, que justifican la declaración de 
admisibilidad de un caso concreto por parte de la Sala de 
Cuestiones Preliminares de la Corte Penal Internacional45. 
Las excepciones a los principios de non bis in idem y de 
cosa juzgada en los sistemas jurídicos nacionales son los 
siguientes: (i) cuando el proceso judicial interno tuvo el 
propósito de sustraer al procesado de su responsabilidad 
penal por hechos relacionados con crímenes de carácter 
internacional (ER, art. 20.3.a); (ii) cuando el proceso judicial 
interno no fue tramitado de manera imparcial o indepen-
44 Sobre el tema véase también Corte Constitucional (2001; 2002a; 2003a; 2003b; 
2005). 
45 Sobre el punto, la Corte Constitucional estableció: “En efecto, cuando a 
pesar de que en la jurisdicción interna exista cosa juzgada sobre el asunto 
denunciado ante la Corte Penal Internacional, y tal circunstancia se haya 
presentado con el propósito de sustraer al responsable de la competencia de 
la Corte (Artículo 17. 1, literal c), en concordancia con el artículo 20.3, ER), 
mediante un proceso aparente, o por un procedimiento interno adelantado por 
un tribunal que no cumple con los requisitos de imparcialidad e independencia 
y que bajo las circunstancias, actuó de manera inconsistente con el deber de 
traer a la persona de que se trate ante la justicia, la Corte Penal Internacional 
podrá ejercer su jurisdicción sobre dicho asunto, y declarar la admisibilidad 
del caso” (2002a).
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diente, de conformidad con las garantías derivadas del 
derecho al debido proceso (ER, art. 20.3.b); y, (iii) cuando el 
proceso judicial interno fue incompatible con la intención de 
someter a la persona a la acción de la justicia para esclarecer 
los hechos relacionados con los crímenes internacionales 
(ER, art. 20.3). Por consiguiente, el Estado colombiano 
debe investigar, juzgar y condenar a penas adecuadas a los 
responsables de genocidio, crímenes de lesa humanidad y 
de guerra, conforme a las garantías judiciales del debido 
proceso (CP, Preámbulo y arts. 2, 9, 29 y 93), para que la Sala 
de Cuestiones Preliminares de la Corte Penal Internacional 
no declare la admisibilidad de un caso relacionado con crí-
menes internacionales por falta de voluntad o incapacidad 
(ER, art. 17.2 y 3).
Por otra parte, la Corte Constitucional, en la Sentencia 
C-004 de 2003, amplió el contenido y alcance de la causal 3 
del artículo 220 de la Ley 600 de 2000 (Código de Procedi-
miento Penal) sobre la procedencia de la acción de revisión 
penal contra las sentencias condenatorias ejecutoriadas (en 
concreto, cuando después de una sentencia condenatoria 
ejecutoriada surgen hechos o pruebas nuevas no conocidas 
en el desarrollo de un proceso penal que establezcan la 
inocencia o inimputabilidad de una persona procesada). 
La Corte consideró que la causal demandada restringía de 
manera injustificada y desproporcionada los derechos a 
la verdad, a la justicia y a la reparación de las víctimas de 
violaciones a los derechos humanos y al derecho interna-
cional humanitario (CP, Preámbulo y arts. 2, 9, 93 y 229)46. 
46 Sobre el tema, la Corte Constitucional en la sentencia estableció: “De lo 
anterior surge que tanto en el derecho internacional, como en el derecho 
comparado y en nuestro ordenamiento constitucional, los derechos de las 
víctimas y perjudicados por un hecho punible gozan de una concepción 
amplia –no restringida exclusivamente a una reparación económica– fundada 
en los derechos que ellas tienen a ser tratadas con dignidad, a participar en 
las decisiones que las afecten y a obtener la tutela judicial efectiva del goce 
real de sus derechos, entre otros, y que exige a las autoridades que orienten 
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En efecto, la Corte estimó que en los casos de impunidad de 
violaciones a los derechos humanos y al derecho internacio-
nal humanitario, “los derechos de las víctimas desplazan la 
garantía del non bis in idem, y por ello la existencia de una 
decisión absolutoria con fuerza formal de cosa juzgada no 
debe impedir una reapertura de la investigación de esos 
comportamientos, incluso si no existen hechos o pruebas 
nuevas, puesto que la cosa juzgada no es más que aparente” 
(Corte Constitucional, 2003a, núm. 32). De esta manera, la 
Corte estableció que la garantía de los derechos de las víc-
timas de violaciones a los derechos humanos y al derecho 
internacional humanitario justificaba una limitación de los 
principios de non bis in idem y de cosa juzgada en los casos 
de preclusión de investigación, cesación de procedimiento y 
sentencia absolutoria (CP, Preámbulo y arts. 2, 9, 93 y 229)47. 
La Corte, mediante una sentencia integradora, amplió el 
contenido y alcance de la causal 3 del artículo 220 de la Ley 
600 de 2000 en los siguientes casos: (i) cuando después de 
la preclusión de investigación, cesación de procedimiento 
o sentencia absolutoria una decisión judicial interna o un 
pronunciamiento de un organismo internacional de super-
sus acciones hacia el restablecimiento integral de sus derechos cuando han 
sido vulnerados por un hecho punible. Ello sólo es posible si a las víctimas 
y perjudicados por un delito se les garantizan, a lo menos, sus derechos a la 
verdad, a la justicia y a la reparación económica de los daños sufridos” (2002b, 
art. 4.4).
47 Sobre el punto, la Corte Constitucional estableció: “En los casos de impunidad 
de violaciones a los derechos humanos o al derecho internacional humanitario, 
la búsqueda de un orden justo y los derechos de las víctimas desplazan la 
protección de la seguridad jurídica y la garantía del non bis in idem, y por 
ello la existencia de una decisión absolutoria con fuerza de cosa juzgada no 
debe impedir una reapertura de la investigación de esos comportamientos, 
si aparecen hechos o pruebas nuevas no conocidas al tiempo de los debates. 
Y es que la seguridad jurídica en una sociedad democrática, fundada en la 
dignidad humana, no puede estar edificada sobre la base de silenciar el dolor 
y los reclamos de justicia de las víctimas de los comportamientos más atroces, 
como son las violaciones a los derechos humanos y las infracciones graves al 
derecho internacional humanitario” (2003a, núm. 30). 
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visión y control de derechos humanos, cuya competencia 
haya sido aceptada por el Estado colombiano, demostrase 
la existencia de un hecho o prueba nueva no conocida en 
el marco de un proceso penal48; y, (ii) cuando después de 
la preclusión de investigación, cesación de procedimiento 
o sentencia absolutoria una decisión judicial interna o un 
pronunciamiento de un organismo internacional de super-
visión y control de derechos humanos, cuya competencia 
haya sido aceptada por el Estado colombiano, demostrase 
que este último ha incumplido de manera “protuberante” 
con el deber de investigar de manera seria e imparcial a los 
responsables de violaciones a los derechos humanos y al 
derecho internacional humanitario49. 
48 Al respecto, la Corte Constitucional manifestó: “En tratándose de violaciones 
a los derechos humanos y de infracciones graves al derecho internacional 
humanitario, dichas restricciones se tornan inconstitucionales, y por ello 
debe entenderse que frente a esos comportamientos, la acción de revisión por 
la aparición de un hecho nuevo o de una prueba no conocida al tiempo de 
los debates, procede también en los casos de preclusión de la investigación, 
cesación de procedimiento y sentencia absolutoria, con el fin de evitar la 
impunidad de esos comportamientos atroces y poder esclarecer la verdadera 
responsabilidad de los procesados. Con el fin de amparar la seguridad jurídica 
y el non bis in idem, debe existir un pronunciamiento judicial interno, o una 
decisión de una instancia internacional de supervisión y control de derechos 
humanos, aceptada formalmente por nuestro país, que constaten la existencia 
de ese hecho nuevo o de esa prueba no conocida al tiempo de los debates” 
(2003a, núm. 37).
49 En cuanto a ello, la Corte Constitucional dijo: “Finalmente, también en los 
eventos de violaciones a los derechos humanos y violaciones graves a los 
derechos humanos, incluso si no existe un hecho nuevo o una prueba no 
conocida al tiempo del proceso, la acción de revisión procede frente a la 
preclusión de la investigación, la cesación de procedimiento o la sentencia 
absolutoria, siempre y cuando una decisión judicial interna, o una decisión 
de una instancia internacional de supervisión y control de derechos humanos, 
aceptada formalmente por nuestro país, constaten un incumplimiento 
“protuberante” de las obligaciones del Estado colombiano de investigar, en 
forma seria e imparcial, las mencionadas violaciones. Esa decisión judicial 
interna o de una instancia internacional de supervisión de derechos humanos 
que constata la omisión del deber estatal de impartir justicia es entonces el 
elemento que justifica dejar sin efecto la decisión absolutoria que había hecho 
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Posteriormente, la Corte Constitucional, en la Senten-
cia C-871 de 2003 determinó el contenido y alcance de las 
causales 4 y 5 en relación con el inciso final del artículo 220 
de la Ley 600 de 2000, de conformidad con los derechos a 
la verdad, a la justicia y a la obtención de una reparación 
de las víctimas de violaciones a los derechos humanos y al 
derecho internacional humanitario (CP, Preámbulo y arts. 
2, 9, 93 y 229). En este sentido, la Corte, con base en el pre-
cedente establecido en la Sentencia C-004 de 2003, reiteró 
que en los casos de preclusión de investigación, cesación 
de procedimiento y sentencia absolutoria se justificaba la 
relativización del principio de non bis in idem en relación 
con el de cosa juzgada (CP, arts. 29 y 93), para garantizar 
los derechos a la verdad, a la justicia y a la reparación de 
las víctimas de violaciones a los derechos humanos y al 
derecho internacional humanitario (CP, Preámbulo y arts. 
2, 9, 93 y 229)50.
Por consiguiente, la Corte Constitucional estableció que 
las causales 4 y 5 en relación con el inciso final del artículo 
220 de la Ley 600 de 2000 proceden cuando después de una 
decisión judicial ejecutoriada: (i) una sentencia en firme 
demuestre que el fallo objeto de revisión fue determinado 
por un delito cometido por el juez o un tercero (ya sea en 
los casos de preclusión de investigación, cesación de pro-
cedimiento o sentencia absolutoria relacionados con viola-
formalmente tránsito a cosa juzgada, pues pone en evidencia que la cosa 
juzgada era en realidad aparente” (2003a, núm. 37).
50 Sobre el punto, la Corte Constitucional manifestó: “Así pues, queda claro que 
para la jurisprudencia constitucional el principio del non bis in idem puede 
ser relativizado cuando se trate de proteger los derechos de las víctimas de 
hechos punibles que configuran violaciones a los derechos humanos o graves 
infracciones al derecho internacional humanitario. En tal evento, la limitación 
a la garantía del non bis in idem busca una finalidad que está conforme con 
el Ordenamiento Superior, ya que la realización de un orden justo se vería 
seriamente afectada si en el Estado Social de Derecho se admite que quienes 
han infringido la ley penal, y por tanto han afectado los derechos humanos 
de las víctimas del delito, no reciben el debido castigo” (2003b, núm. 4).
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ciones a los derechos humanos o al derecho internacional 
humanitario), o (ii) una sentencia en firme demuestre que 
el fallo objeto de revisión se fundamentó en una prueba 
falsa (ya sea en los casos de preclusión de investigación, 
cesación de procedimiento o sentencia absolutoria relacio-
nados con violaciones a los derechos humanos o al derecho 
internacional humanitario)51. 
Por último, el Congreso de la República incorporó en la 
causal 4 del artículo 192 de la Ley 906 de 2004 el razona-
miento de la Corte Constitucional (2003a) para interpretar 
el contenido y alcance de la causal 3 del artículo 220 de 
la Ley 600 de 2000. Sin embargo, la Corte Constitucional, 
en la Sentencia C-979 de 2005, con base en el precedente 
establecido en la Sentencia C-004 de 2003, declaró inexe-
quible la expresión “absolutorio” de la causal 4 del artículo 
192 de la Ley 906 de 2004, por cuanto restringía de manera 
desproporcionada los derechos a la verdad, a la justicia 
y a la reparación de las víctimas de violaciones a los de-
rechos humanos y al derecho internacional humanitario 
51 La Corte Constitucional expresó: “Ya se dijo que los derechos de las víctimas 
de violaciones a los derechos humanos y al derecho internacional humanitario 
justifican plenamente la relativización de la cosa juzgada y del non bis in idem 
para permitir la procedencia de la acción de revisión en los casos de sentencias 
absolutorias, cesación de procedimiento y preclusión de la investigación, 
según así quedó determinado por la Corte Constitucional al condicionar en 
tal entendimiento la exequibilidad de la causal regulada en el numeral 3.º del 
artículo 220 del cpp cuando surjan hechos nuevos o pruebas que establezcan 
la culpabilidad del infractor. Y si esto es así, con mayor razón la acción de 
revisión debe ser procedente para proteger a las víctimas de violaciones de 
derechos humanos o graves violaciones al derecho internacional humanitario, 
cuando existen decisiones que absolvieron al procesado con fundamento en 
conductas típicas del juez o de un tercero o con fundamento en prueba falsa. 
Por ello, para la Corte en los casos de las causales cuatro y cinco se justifica 
relativizar la garantía del non bis in idem, y por ende, aceptar la procedencia 
de la acción de revisión contra tales decisiones a fin de favorecer a las víctimas 
de las violaciones de los derechos humanos o graves infracciones al derecho 
internacional humanitario, quienes tienen derecho a la verdad, a obtener 
justicia en el caso concreto, y a la reparación económica, de modo que no 
exista impunidad” (2003b, núm. 7). 
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(CP, Preámbulo y arts. 2, 9, 93, 229 y 250)52. La expresión 
“absolutorio” excluía la posibilidad de presentar la acción 
de revisión contra sentencias condenatorias ejecutoriadas, 
cuando una decisión judicial interna o un pronunciamiento 
de un organismo internacional de supervisión y control de 
derechos humanos, cuya competencia haya sido aceptada 
por el Estado colombiano, constate un incumplimiento 
“protuberante” del deber de investigar, juzgar y sancionar a 
los responsables de las violaciones a los derechos humanos 
y al derecho internacional humanitario (CP, Preámbulo y 
art. 2, 9, 93, 229 y 250)53. 
52 La Corte Constitucional estableció: “Este sentido de la norma resulta en 
efecto contrario no solamente a los deberes de investigación que en materia 
de violaciones de derechos humanos y derecho internacional humanitario le 
impone[n] al Estado colombiano, el derecho internacional de los derechos 
humanos y el derecho penal internacional, sino que restringe, de manera 
injustificada, el ámbito de protección de los derechos de las víctimas y 
perjudicados de estas conductas, con el alcance que la jurisprudencia de esta 
Corte les ha dado, en particular su derecho a conocer la verdad y a que se 
haga justicia. Derechos que como se indicó se encuentran asociados de manera 
estrecha al deber de las autoridades de investigar y sancionar de manera seria 
e independiente estos crímenes” (2005, núm. 22). 
53 Al respecto, la Corte Constitucional dijo: “Encuentra así la Corte que el alcance 
que la expresión demandada le imprime a la causal de revisión de la cual 
forma parte, entraña en primer término, una violación de la Constitución en 
virtud del desconocimiento de claros referentes internacionales aplicables a 
la materia por concurrir a integrar el bloque de constitucionalidad (art. 93 
CP); en segundo término, una actuación contraria al deber constitucional de 
protección de los derechos de las víctimas de estos delitos que desconocen 
la dignidad humana y afectan condiciones básicas de convivencia social, 
necesarias para la vigencia de un orden (artículo 2 CP); en tercer lugar, un 
desconocimiento de los compromisos internacionales del Estado colombiano 
de colaborar con la vigencia de los derechos humanos y sancionar las 
conductas que afectan estos valores supremos del orden internacional, que 
nuestro país ha reconocido como elementos esenciales de las relaciones 
internacionales (CP Art. 9.º); y en cuarto lugar una violación al debido 
proceso de la persona condenada en una actuación que desatiende los deberes 
constitucionales e internacionales de investigar seria e imparcialmente estos 
crímenes, aspecto que ha sido constado por una instancia internacional. Por 
ello, la Corte declarará la inexequibilidad de la expresión acusada que hace 
parte del artículo 192.4 de la Ley 906 de 2004” (2005, núm. 24). 
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Por consiguiente, la Corte estableció que la causal 4 del 
artículo 192 de la Ley 906 de 2004 procede cuando después 
de un fallo ejecutoriado (ya sea en los casos de preclusión de 
investigación, cesación de procedimiento, sentencia absolu-
toria o condenatoria) por violaciones a los derechos humanos 
o al derecho internacional humanitario, un pronunciamiento 
de un organismo internacional de supervisión y control de 
derechos humanos, cuya competencia haya sido aceptada 
por el Estado colombiano, evidencie un incumplimiento 
“protuberante” del deber de investigar de forma seria e 
imparcial tales hechos (en este caso no es necesario acreditar 
la existencia de un hecho o prueba nueva no conocida en 
el desarrollo de un proceso penal)54. 
3. la accIóN de revISIóN peNal como mecaNISmo  
de ejecucIóN de laS decISIoNeS de la comISIóN  
y la corte INteramerIcaNaS de derechoS humaNoS 
La Corte Suprema de Justicia, Sala Penal (en adelante, cSj 
Penal) ha manifestado en su jurisprudencia que las causales 
3, 4 y 5 de la acción de revisión penal, en relación con el 
54 Sobre el tema, la Corte Constitucional señaló: “Las mismas cautelas que en 
su momento tuvo la Corte para autorizar la posibilidad de que por la vía 
de la revisión penal extraordinaria, se reabrieran procesos por violaciones 
de derechos humanos, que había culminado con una decisión favorable al 
sentenciado, con ruptura del principio del non bis in idem, operan en el caso 
de la reapertura de procesos culminados con sentencia condenatoria. Esas 
cautelas, orientadas a la preservación del non bis in idem, para los delitos 
en general, se encuentran explícitas en la regla que contiene la expresión 
demandada, en cuanto que la reapertura se produce a través de un mecanismo 
procesal extraordinario, opera para la criminalidad con mayor potencialidad 
ofensiva y desestabilizadora como son los crímenes contra los derechos 
humanos y el derecho internacional humanitario, y está condicionada al 
pronunciamiento de una instancia internacional acerca del incumplimiento 
del Estado de sus obligaciones de investigación y sanción de estos crímenes. 
El sentido de la causal, una vez excluida la expresión demandada, deja así a 
salvo el principio del non bis in idem para los delitos en general, tal como lo 
ha establecido la Corte en el pronunciamiento referido” (2005, núm. 22).
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inciso final del artículo 220 de la Ley 600 de 2000 y numeral 
4 del artículo 192 de la Ley 906 de 2004, y de conformidad 
con las sentencias C-004 de 2003, C-873 de 2003 y C-979 de 
2005 de la Corte Constitucional, son aplicables a hechos 
relacionados con violaciones a los derechos humanos y al 
derecho internacional humanitario acaecidos con anteriori-
dad a las mismas55. La mayoría de los casos de violaciones 
a los derechos humanos y al derecho internacional huma-
nitario ocurrieron en las décadas de 1980 y 1990, cuando 
aún no existía la configuración legal y jurisprudencial de 
las mencionadas causales de revisión; sin embargo, la cSj 
Penal ha considerado su aplicación, en casos concretos, con 
base en que Colombia, en el marco de la oea, es “parte” 
en la cadh desde el “31 de julio de 1973”, fecha en la cual 
depositó el instrumento de ratificación en la Secretaría 
General de la oea56. 
No obstante lo anterior, consideramos que la cSj Penal 
confunde la ratificación con la entrada en vigor de un tratado 
multilateral sobre derechos humanos, a pesar de que el Es-
tado colombiano manifestó su consentimiento en obligarse 
mediante el depósito del instrumento de ratificación en la 
Secretaría General de la oea el 31 de julio de 1973. Desde un 
punto de vista normativo, el Estado colombiano no podría 
ser considerado parte (pero sí Estado contratante)57, sin 
que la cadh hubiese entrado en vigor con base en la forma 
establecida en el artículo 74.2 de la misma (en particular, la 
cadh entrará en vigor en el momento en que once Estados 
55 Al respecto véase Corte Suprema de Justicia (2007; 2008a; 2008b; 2008c; 2009a; 
2009b; 2009c; 2099d; 2009e; 2010a; 2010b; 2011a; 2011b; 2011c; 2011d; 2012a, 
2012b; 2013; 2014a; 2014b; 2014c; 2015a; 2015b).
56 Sobre el tema véase Corte Suprema de Justicia (2012a, 2012b; 2013; 2014a; 
2014b; 2014c; 2015a; 2015b).
57 La Convención de Viena sobre el Derechos de los Tratados, del 23 de mayo 
de 1969, en el artículo 2.1.f) entiende por “Estado contratante” un Estado 
que ha consentido en obligarse por el tratado, haya o no entrado en vigor 
(Organización de Naciones Unidas, 1969).
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hayan depositado sus respectivos instrumentos de ratifica-
ción o de adhesión)58. 
Por consiguiente, la cadh entró en vigor el 18 de julio 
de 1978, esto es, cuando fue depositado el instrumento de 
ratificación de Granada en la Secretaría General de la oea, 
razón por la cual el Estado colombiano a partir de esa fecha 
debe ser considerado “parte” en la misma. En otras palabras, 
el Estado colombiano, con base en el principio pacta sunt 
servanda (con su corolario, la ejecución de buena fe de los 
tratados internacionales en el orden interno) (art. 26 de la 
Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados), tie-
ne la obligación convencional de respetar y garantizar los 
derechos y libertades reconocidos en la cadh a partir de su 
entrada en vigor el 18 de julio de 1978 (es el momento en 
que el tratado internacional se convierte en jurídicamente 
vinculante), sin que pueda alegar o invocar sus disposiciones 
internas (constitucionales o legales) para intentar justificar 
su incumplimiento (art. 27 de la Convención de Viena sobre 
Derecho de los Tratados). 
Con posterioridad a la entrada en vigor de la cadh, el 
Estado colombiano, mediante declaración del 21 de junio 
de 1985, aceptó la competencia de la cIdh y la Corte Idh 
para conocer sobre casos relacionados con la interpreta-
ción y aplicación de la misma (en concreto, la aceptación 
de la competencia de la cIdh y la Corte Idh fue realizada 
por tiempo indefinido, bajo condición de reciprocidad y 
para hechos posteriores a esta declaración)59. Por ejemplo, 
58 La Convención de Viena sobre el Derechos de los Tratados del 23 de mayo de 
1969 en el artículo 2.1.g) entiende por “parte” un Estado que ha consentido 
en obligarse por el tratado y con respecto al cual el tratado está en vigor 
(Organización de Naciones Unidas, 1969).
59 Sobre el tema, el Estado colombiano, el 21 de junio de 1985, presentó 
“un instrumento de aceptación por el cual reconoce la competencia de la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos por tiempo indefinido bajo 
condición de estricta reciprocidad y para hechos posteriores a esta aceptación, 
sobre casos relativos a la interpretación o aplicación de la Convención, 
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los informes y las recomendaciones pronunciadas por la 
cIdh con base en los artículos 50 y 51 de la cadh desde el 
21 de junio de 1985 no son vinculantes en el ordenamiento 
jurídico interno, sin embargo, facultan a la cSj Penal para 
determinar en el marco de la acción de revisión si el Estado 
colombiano incumplió o no de manera “protuberante” el 
deber de investigar, juzgar y sancionar a los responsables 
de las violaciones a los derechos humanos y al derecho 
internacional humanitario (en particular, causales 3, 4 y 
5 en relación con el inciso final del artículo 220 de la Ley 
600 de 2000 y el numeral 4 del artículo 192 de la Ley 906 
de 2004)60. 
En este orden de ideas, la cSj Penal fundamenta la 
aplicación “retroactiva” de las causales 3, 4 y 5 en relación 
con el inciso final del artículo 220 de la Ley 600 de 2000 
y el numeral 4 del artículo 192 de la Ley 906 de 2004, con 
base en que el Estado colombiano en el marco de la oea es 
parte de la cadh desde el 18 de julio de 1978 (y no desde el 
31 de julio de 1973 como se afirma en algunas sentencias 
de la cSj Penal)61. Es decir, la cSj Penal considera que no 
reservándose el derecho de hacer cesar la competencia en el momento que 
lo considere oportuno. El mismo instrumento reconoce la competencia de 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos por tiempo indefinido, bajo 
condición de reciprocidad y para hechos posteriores a esta aceptación, sobre 
casos relativos a la interpretación o aplicación de la Convención, reservándose 
el derecho de hacer cesar la competencia en el momento que lo considere 
oportuno” (Corte Interamericana de Derechos Humanos, 2011, p. 63).
60 Al respecto, véase Corte Suprema de Justicia (2007; 2008a; 2009c).
61 Al respecto, la Corte Suprema de Justicia manifestó: “En tratándose 
de atentados tan graves contra los derechos humanos, al punto que el 
asunto trascendió al Sistema Interamericano de justicia, no es suficiente 
la normatividad local para su cabal entendimiento, sino que es preciso 
ubicarse en el paradigma de los derechos humanos, del derecho internacional 
humanitario y de los derechos de las víctimas a la verdad, a la justicia y a la 
reparación integral. Quiere ello decir que si Colombia es parte de la Convención 
Americana de Derechos Humanos, firmada en San José de Costa Rica el 22 de 
noviembre de 1969, aprobada mediante la Ley 16 de 1972; y si el país aceptó 
la jurisdicción de la Corte Interamericana de Derechos Humanos desde el 21 
de junio de 1985, desde entonces el Estado asumió la obligación de garantizar 
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son relevantes los hechos acaecidos con anterioridad a las 
citadas causales de la acción de revisión, sino el “marco 
constitucional vigente” para la época de las violaciones a 
los derechos humanos y al derecho internacional humani-
tario62. En estos casos, el “marco constitucional vigente” 
es, por una parte, la cadh a partir del 18 de julio de 1978 y, 
por otra, la competencia de la cIdh y la Corte Idh desde el 
21 de junio de 1985 para conocer sobre casos relacionados 
con la interpretación y aplicación de la misma63. Así, por 
ejemplo, la Corte Idh en la sentencia del caso 19 Comerciantes 
vs. Colombia declaró al Estado colombiano responsable el 5 
de julio de 2004 por la detención, desaparición y ejecución 
de diecinueve comerciantes en el municipio de Puerto de 
Boyacá (Boyacá), la cual fue perpetrada el 6 de octubre 
de 1987 por miembros de un grupo paramilitar bajo la 
instigación y colaboración de altos mandos del Ejército 
Nacional (Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
2004g, núm. 156). 
De esta manera, la Corte Idh ordenó al Estado como 
medidas de reparación, por una parte, investigar, juzgar y 
sancionar a los responsables de las violaciones a los dere-
chos humanos, y, por otra, localizar, identificar y entregar 
los restos de las personas desaparecidas a sus familiares 
inmediatos (Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
2004g, núm. 156). En este caso, la cSj Penal, en la Sentencia 
24841 del 6 de marzo de 2008, aplicó con carácter “retroac-
tivo” la causal 3 del artículo 220 de la Ley 600 de 2000, con 
base en que el Estado colombiano es parte en la cadh desde 
la vigencia de los derechos humanos y de asegurar que los procesos penales 
por atentados contra éstos se adelanten por el juez natural, imparcial y 
competente. Por ello, con independencia de que haya existido o no causal de 
revisión al tiempo de los hechos, lo cierto es que Colombia ya había asumido 
los anteriores compromisos internacionales y en ningún caso podría anteponer 
normas de derecho interno para deshonrarlos” (2008b). 
62 Sobre el punto, véase Corte Suprema de Justicia (2007; 2008a; 2008b; 2009a).
63 Al respecto, véase Corte Suprema de Justicia (2014b; 2014c; 2015a; 2015b).
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el 18 de julio de 1978 y, además, reconoció la competencia 
contenciosa de la Corte Idh el 21 de junio de 1985, razón por 
la cual la sentencia del caso 19 Comerciantes vs. Colombia del 
5 de julio de 2004 justificó, en el caso concreto, la relativiza-
ción de los principios de non bis in idem y de cosa juzgada 
para garantizar los derechos a la verdad, a la justicia y a la 
reparación de las víctimas y sus familiares inmediatos (CP, 
Preámbulo y arts. 2, 9, 93, 229, 250). La cSj Penal declaró 
la invalidez de la decisión de cesación de procedimiento 
proferida por el Juez Militar de Primera Instancia el 18 de 
junio de 1997 y confirmada por el Tribunal Superior Militar 
el 17 de marzo de 1998, en favor del general retirado Farouk 
Yanine Díaz y otros tres miembros del Ejército Nacional 
(dos oficiales y un suboficial), en relación con los delitos 
de secuestro, hurto y homicidio agravado. La cSj Penal 
también ordenó remitir el proceso a la Fiscalía General 
de la Nación para que continuara con la investigación de 
los responsables de la detención, desaparición y ejecución 
de diecinueve comerciantes en el municipio de Puerto de 
Boyacá (Boyacá).
3.1. Hecho o prueba nueva no conocida  
al momento de un proceso penal
La causal 3 del artículo 220 de la Ley 600 de 2000, de 
conformidad con la Sentencia C-004 de 2003 de la Corte 
Constitucional, establece la procedencia de la acción de 
revisión penal en los casos de preclusión de investigación, 
cesación de procedimiento y sentencia absolutoria, siempre 
y cuando en un caso de violación a los derechos huma-
nos o al derecho internacional humanitario una decisión 
judicial interna o un pronunciamiento de una instancia 
internacional de supervisión y control de derechos huma-
nos, cuya competencia haya sido aceptada formalmente 
por el Estado colombiano, constate la existencia de un 
hecho o prueba no conocida al momento del proceso 
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penal64. En tal sentido, la cSj Penal, en la Sentencia 28860 
del 18 de marzo de 2009, determinó, con base en el acervo 
probatorio, la existencia de una prueba nueva no conocida 
en el marco del proceso penal adelantado por la jurisdicción 
ordinaria para esclarecer las circunstancias de tiempo, modo 
y lugar en que se cometieron las ejecuciones extrajudicia-
les de seis personas integrantes de la red urbana Antonio 
Nariño de las farc-ep (hechos conocidos como la Masacre 
de Mondoñedo). 
La prueba nueva se fundamentó en la sentencia del 
Juzgado Sexto Penal del Circuito Especializado de Bogotá 
que fue confirmada por la Sala Penal del Tribunal Superior 
de San Gil (en descongestión de la Sala Penal del Tribunal 
Superior de Bogotá), en la cual se tuvo en cuenta las decla-
raciones de los señores William Nicolás Chitiva González 
y Alfonso Mora León. En dichas declaraciones ratificaron 
la participación del teniente de la Policía Nacional Héctor 
Edisson Castro Corredor en las ejecuciones extrajudiciales de 
seis personas integrantes de la red urbana Antonio Nariño 
de las farc-ep. La cSj Penal, con fundamento en la citada 
prueba nueva, declaró fundada la causal 3 del artículo 220 
de la Ley 600 de 2000, conforme a la Sentencia C-004 de 2003 
de la Corte Constitucional (en concreto, decisión judicial 
interna que constate la existencia de una prueba nueva 
no conocida al momento del proceso penal). La cSj Penal 
declaró sin validez parcial la resolución de preclusión de 
64 Sobre el tema, la Corte Suprema de Justicia señaló: “La situación ex novo debe 
consistir en un hecho nuevo, o una prueba, siendo entendido por hecho nuevo 
todo acaecimiento o suceso fáctico vinculado al hecho punible materia de 
investigación, del cual no se tuvo conocimiento en ninguna de las etapas de 
la actuación judicial, de manera que no pudo ser controvertido. Y, por prueba 
nueva, todo mecanismo probatorio (documental, pericial o testimonial) no 
incorporado al proceso, que da cuenta de un evento desconocido (se demuestra 
por ejemplo que fue otro el autor del hecho), o de una variante sustancial de 
un hecho conocido en las instancias, cuyo aporte ex novo tiene la virtualidad 
de derruir el juicio positivo de responsabilidad (o de imputabilidad) que se 
concretó en la decisión de condena” (2011e).
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investigación proferida por la Unidad Nacional de Derechos 
Humanos de la Fiscalía General de la Nación el 7 de junio 
de 2001, y confirmada por la Fiscalía Veintidós Delegada 
ante el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá el 
6 de septiembre de 2001, en favor del teniente de la Policía 
Nacional Héctor Edisson Castro Corredor por los delitos de 
secuestro y homicidio agravado de seis personas. De esta 
manera, la cSj Penal ordenó la reposición del trámite a partir 
de la resolución mediante la cual se dispuso la preclusión de 
investigación por parte de la Unidad Nacional de Derechos 
Humanos de la Fiscalía General de la Nación. 
De manera excepcional, la cSj Penal, en la Sentencia 
30510 del 11 de marzo de 2009, estableció la procedencia de 
la causal 3 del artículo 220 de la Ley 600 de 2000, con base 
en que la Procuraduría General de la Nación en el proceso 
penal especial de Justicia y Paz promueve la protección de 
los derechos a la verdad, a la justicia y a la reparación de las 
víctimas de violaciones a los derechos humanos y al derecho 
internacional humanitario65. El Procurador 30 Judicial II de 
Bogotá (delegado por el Procurador General de la Nación) 
fundamentó la demanda de revisión en la existencia de una 
prueba nueva no conocida en el desarrollo de la investigación 
judicial adelantada por el Fiscal General de la Nación en 
contra del general retirado del Ejército Nacional Rito Alejo 
del Río Rojas. La prueba nueva no conocida al momento de 
la investigación judicial son las versiones de los jefes para-
militares Hebert Veloza García, Salvatore Mancuso y Jorge 
65 Sobre el punto, la Corte Suprema de Justicia manifestó: “Ante tal circunstancia 
debe entenderse que la causal de revisión invocada es procedente a pesar de 
no satisfacerse el requisito del pronunciamiento de una autoridad judicial 
interna o una decisión de instancia internacional, exigencias que para el 
caso concreto resultan suplidas por la intervención como accionante de la 
Procuraduría General de la Nación, institución [a la] que por mandato de 
la Carta le corresponde la guarda y protección de los derechos humanos y 
que por expreso querer del legislador tiene atribuida la representación de las 
víctimas en los asuntos de Justicia y Paz” (2009c, núm. 8.8). 
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Laverde Zapata, en el marco del proceso penal especial de 
Justicia y Paz (Corte Suprema de Justicia, 2009c, núm. 9.2). 
En otras palabras, la prueba nueva no conocida al 
momento del proceso penal no tiene como fundamento 
una decisión judicial interna o un pronunciamiento de 
una instancia internacional de supervisión y control de 
derechos humanos, cuya competencia haya sido aceptada 
formalmente por el Estado colombiano, sino las versiones 
de unos jefes paramilitares en el marco de un proceso penal 
especial de Justicia y Paz66. Al respecto, la cSj Penal, con base 
en el acervo probatorio, manifestó:
… el relato de hechos, las referencias normativas, lo narrado 
por los desmovilizados a los fiscales en las versiones libres, 
las incidencias en los procesos de justicia y paz, y el avance 
de tales trámites de acuerdo con lo puesto de presente tanto 
por el demandante como por el Agente del Ministerio que 
interviene ante la Corte, son suficientes para que se disponga 
que las reclamaciones de la Procuraduría General de la Na-
ción satisfacen las exigencias para declarar fundada la causal 
de revisión que se invoca (Corte Suprema de Justicia, 2009c, 
núm. 8.9).
Por consiguiente, la cSj Penal declaró la invalidez de la re-
solución de preclusión de investigación del 9 de marzo de 
2004 en favor del general retirado Rito Alejo del Río Rojas 
y, por ende, ordenó remitir el proceso a la Fiscalía General 
de la Nación para que continuara con la investigación por 
los delitos de concierto para delinquir (en el caso concreto, 
es considerado un crimen de lesa humanidad), peculado 
sobre bienes de dotación y prevaricato por omisión (Corte 
Suprema de Justicia, 2009c, núm. 8.9). 
66 En igual sentido, véase Corte Suprema de Justicia (2017).
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3.2. Informes de fondo publicados por la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos
La cSj Penal en su jurisprudencia ha manifestado que los 
informes y las recomendaciones de la cIdh con base en el 
artículo 50 y 51 de la cadh no son vinculantes en el orde-
namiento jurídico interno y, por ende, su incumplimiento 
no genera responsabilidad internacional del Estado colom-
biano67. Sin embargo, en el marco de la acción de revisión 
penal, los informes y las recomendaciones de la cIdh ha-
bilitan a la cSj Penal para examinar si, en el caso concreto, 
el procedimiento por violaciones a los derechos humanos 
o al derecho internacional humanitario fue adelantado de 
manera seria e imparcial (en concreto, las causales 3 del 
artículo 220 de la Ley 600 de 2000 y 4 del artículo 192 de la 
Ley 906 de 2004, conforme a la jurisprudencia consolidada 
de la Corte Constitucional)68. En tal sentido, la cSj Penal, 
sobre la base de la Sentencia T-558 de 2003 de la Corte 
Constitucional69, ha considerado en su jurisprudencia que 
el operador jurídico, en un caso concreto, deberá examinar 
las recomendaciones de organismos internacionales, en 
materia de derechos humanos, con apoyo en los siguientes 
elementos: (i) naturaleza del organismo internacional que 
adopta la recomendación; (ii) contenido y alcance de la reco-
67 Sobre el punto, véase Corte Suprema de Justicia (2012b; 2013; 2014a; 2014b; 
2014c; 2015b).
68 Al respecto, la Corte Suprema de Justicia (2010a) dijo: “De lo expuesto se ha 
concluido que como las recomendaciones de la Comisión Interamericana 
carecen de fuerza vinculante, no bastan por sí mismas para tener por 
acreditado el quebranto de garantías fundamentales, aunque sí permiten 
examinar el procedimiento adelantado en el país, pero en el entendido de que 
corresponde única y exclusivamente a esta Colegiatura determinar si tuvo 
o no lugar la aducida violación de derechos”. En igual sentido, véase Corte 
Suprema de Justicia (2007; 2008a; 2009b; 2009d; 009e; 2010a; 2011a; 2011b; 
2011c; 2011d; 2012a; 2012b; 2012c; 2013; 2014a; 2014b; 2014b; 2014c; 2015b).
69 Sobre el tema, véase Corte Suprema de Justicia (2009d; 2009e; 2010a; 2011a; 
2011b). 
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mendación (p. ej., si la recomendación se basa en la adopción 
de medidas de carácter general o específico en materia de 
derechos humanos y derecho internacional humanitario); y, 
(iii) disposiciones convencionales del tratado internacional 
que fundamentan la adopción de la recomendación (Corte 
Constitucional, 2003c, núm. 1). 
Por su parte, la cIdh en la mayoría de sus informes sobre 
el Estado colombiano cuestiona la falta de competencia e 
imparcialidad de la jurisdicción penal militar para conocer 
sobre hechos relacionados con violaciones a los derechos 
humanos y al derecho internacional humanitario (en con-
creto, tortura u otros tratos crueles, inhumanos o degra-
dantes, ejecución extrajudicial y desaparición forzada de 
personas)70. En estos casos, la cIdh recomienda al Estado 
colombiano adelantar una investigación seria e imparcial 
ante la jurisdicción ordinaria, con el objeto de establecer 
los responsables de violaciones a los derechos humanos 
y al derecho internacional humanitario71. De esta manera, 
la cSj Penal en el caso concreto determina, por una parte, 
si los hechos objeto de investigación tienen relación con el 
cumplimiento de las funciones constitucionales y legales 
por parte de los miembros activos de la Fuerza Pública 
(CP, arts. 217 y 218) y, por otra, si la investigación por la 
jurisdicción penal militar fue tramitada con imparcialidad 
e independencia (CP, Preámbulo y arts. 2, 9, 93 y 229)72. Así 
por ejemplo, la cSj Penal, en Sentencia 26703 del 6 de marzo 
de 2008, declaró la procedencia de la acción de revisión, con 
base en el informe de la cIdh n.º 26/97 del 30 de septiembre 
de 1996, en el cual recomendó al Estado colombiano adelan-
70 Al respecto, véase Corte Suprema de Justicia (2012b; 2013; 2014a; 2014b; 2014c; 
2015b).
71 Sobre el punto, véase Corte Suprema de Justicia (2014a; 2014b; 2014b; 2015a; 
2015b).
72 Al respecto, véase Corte Suprema de Justicia (2008a; 2009b; 2011a; 2011b; 
2012a; 2014a; 2014b).
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tar una investigación seria e imparcial ante la jurisdicción 
ordinaria para establecer los responsables de las ejecuciones 
extrajudiciales de once integrantes del grupo insurgente 
M-1973 (en concreto, los once integrantes del grupo insur-
gente M-19 se encontraban fuera de combate y protegidos 
a la luz del artículo 3.º común a los cuatro Convenios de 
Ginebra de 1949, en relación con las obligaciones generales 
de respetar y garantizar los derechos a la vida, a la integridad 
personal, a las garantías judiciales y a la protección judicial 
consagrados en la cadh)74. 
La cSj Penal, con base en el acervo probatorio, estable-
ció que, por una parte, la ejecución extrajudicial de cuatro 
personas y la lesión de otra por agentes del Estado no tenía 
relación con el cumplimiento de funciones constitucionales 
y legales (CP, arts. 217 y 218) y, por otra, la actuación judicial 
adelantada por la jurisdicción penal militar no fue imparcial 
e independiente (CP, Preámbulo y arts. 2, 9, 93 y 22). En 
este caso, la cSj Penal declaró sin validez el auto de cesación 
de procedimiento proferido por el Juzgado de Primera 
Instancia de la Policía Nacional de Bogotá el 6 de marzo 
de 1987, y confirmado por el Tribunal Superior Militar el 9 
de noviembre de 1987, en favor del patrullero José Manuel 
73 En este caso, la cIdh recomendó al Estado colombiano lo siguiente, según 
se muestra en el documento de la Corte Suprema de Justicia (2008a): “204. 
Adopte los cambios en la Constitución, legislación o jurisprudencia que 
sean necesarios para que los delitos de tortura, ejecución extrajudicial y 
desaparición forzada cometidos por la Policía colombiana estén, en este tipo 
de caso, sujetos a la jurisdicción ordinaria; 205. Inicie las acciones que sean 
necesarias, de acuerdo con el ordenamiento jurídico vigente, para permitir 
la investigación y sanción penal de los responsables. Esto debe incluir una 
investigación seria, imparcial y completa, terminando en un recuento oficial, 
adoptado por el Estado, donde se expondrá una versión correcta y completa 
de los hechos; 206. Garantice la seguridad y otorgue la protección necesaria 
a los testigos presenciales de los hechos que han prestado su colaboración 
para el esclarecimiento de los hechos o lleguen a colaborar con los procesos 
de investigación que se ha recomendado al Estado continuar y profundizar” 
(núms. 204-206). 
74 En igual sentido, véase Corte Suprema de Justicia (2009d; 2014c).
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Cristancho Romero por los delitos de homicidio de cuatro 
personas y lesiones personales de otra. En consecuencia, la 
cSj Penal ordenó remitir el proceso a la Fiscalía General de 
la Nación para que continúe con la investigación en contra 
del patrullero retirado en cita por los delitos de homicidio 
y lesiones personales75. 
Siguiendo el precedente anterior, la cSj Penal, en la Sen-
tencia 28012 del 20 junio de 2012, declaró la procedencia de 
la causal 3 del artículo 220 de la Ley 600 de 2000, conforme 
a los informes n.º 49/98 del 29 de septiembre de 1998 y 
n.º 61/99 del 13 de abril de 1999 de la cIdh, en los cuales 
estableció que el Estado colombiano era responsable de 
las ejecuciones extrajudiciales perpetradas por miembros 
del Ejército Nacional contra ocho personas civiles el 3 de 
enero de 1994 en la vereda Puerto Lleras del municipio de 
Saravena, Arauca. 
En consecuencia, la cIdh recomendó al Estado adelan-
tar una investigación seria e imparcial ante la jurisdicción 
ordinaria para determinar los responsables de las viola-
ciones a los derechos humanos y al derecho internacional 
humanitario del caso concreto (en particular, violaciones 
de las obligaciones de respetar y garantizar los derechos a 
la vida, a la protección judicial y a las garantías judiciales). 
Sin embargo, la investigación por los hechos relacionados 
con las ejecuciones extrajudiciales cometidas por miembros 
del Ejército Nacional fue realizada por la jurisdicción penal 
militar. De esta manera, la cSj Penal, con base en el acervo 
probatorio, estableció que la jurisdicción penal militar no 
era competente para investigar, juzgar y sancionar a los 
responsables de las violaciones a los derechos humanos y 
al derecho internacional humanitario (CP, arts. 2, 93, 217, 
218 y 229), razón por la cual en el caso concreto declaró sin 
validez la sentencia absolutoria proferida por el Juzgado 
75 En igual sentido, véase Corte Suprema de Justicia (2008a; 2009d; 2014c).
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de Primera Instancia Militar de Yopal el 22 de noviembre 
de 1996, y confirmada por el Tribunal Superior Militar el 
25 de febrero de 1997, en favor del teniente Germán Darío 
Otálora Amaya y demás miembros del Ejército Nacional (dos 
suboficiales y cinco soldados) por los delitos de homicidio 
agravado múltiple. Por consiguiente, la cSj Penal ordenó 
remitir el proceso a la Fiscalía General de la Nación, para 
que continuara con la investigación en contra del teniente 
Otálora Amaya en cita y demás miembros del Ejército Na-
cional involucrados en los hechos del caso concreto (Corte 
Suprema de Justicia, 2012a, num. 4). 
3.3. Informes de solución amistosa de la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos
La cSj Penal, en la Sentencia 26657 del 19 de agosto de 2009, 
declaró fundada la causal 3 de la Ley 600 de 2000, con base 
en el Informe n.º 53/06 del 16 de marzo de 2006 de la cIdh, en
el cual se homologa un acuerdo de solución amistosa respecto 
a la petición n.º 10.205[76]. En el acuerdo de solución amistosa, 
el Estado colombiano se comprometió con los representantes 
del señor Germán Enrique Guerra Achuri a presentar una 
solicitud a la Procuraduría General de la Nación para que, 
en el marco de sus competencias, instaurara una demanda 
de revisión contra la sentencia absolutoria proferida por el 
Juzgado de Primera Instancia Militar el 31 de octubre de 
76 Sobre el punto, el Reglamento de la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos (2009e) dispone: “Si se logra una solución amistosa, la Comisión 
aprobará un informe con una breve exposición de los hechos y de la solución 
lograda, lo transmitirá a las partes y lo publicará. Antes de aprobar dicho 
informe, la Comisión verificará si la víctima de la presunta violación o, en 
su caso, sus derechohabientes, han dado su consentimiento en el acuerdo de 
solución amistosa. En todos los casos, la solución amistosa deberá fundarse en 
el respeto de los derechos humanos reconocidos en la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, la Declaración Americana y otros instrumentos 
aplicables” (art. 40).
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1994, y confirmada por el Tribunal Superior Militar el 23 de 
enero de 1995, en favor de un suboficial y cuatro soldados 
por el delito de lesiones personales. 
De esta manera, la cSj Penal declaró sin validez la sentencia 
absolutoria proferida por el Juzgado de Primera Instancia 
Militar de la Brigada xIv del Ejército Nacional, el 31 de octu-
bre de 1994, y confirmada por el Tribunal Superior Militar 
el 23 de enero de 1995 y, por ende, ordenó remitir el proce-
so a la Fiscalía General de la Nación para que continuara 
con la investigación en contra del cabo primero Jhon Jairo 
Marín Castañeda y demás soldados relacionados con los 
hechos del caso concreto. En igual sentido, la cSj Penal, en 
la Sentencia 28447 del 3 de agosto de 2011, declaró fundada 
la causal 3 de la Ley 600 de 2000, con base en el Informe 
n.º 45/99 del 9 de marzo de 1999 de la cIdh77, en el cual se 
homologa un acuerdo de solución amistosa respecto a la 
petición n.º 11.525. 
En el acuerdo de solución amistosa el Estado colombiano 
se comprometió con los representantes de los familiares de la 
víctima a presentar una solicitud a la Procuraduría General 
de la Nación para que, en el marco de sus competencias, 
instaurara una demanda de revisión contra la sentencia ab-
solutoria proferida por el Juzgado de Primera Instancia del 
Comando General de la Fuerzas Militares, el 17 de junio de 
1994, y confirmada por el Tribunal Superior Militar el 12 de 
septiembre de 1994, en favor de los suboficiales Luis Ferney 
77 Las sentencias de la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia 
no son uniformes en cuanto a la naturaleza de los acuerdos de solución 
amistosa homologados por la cIdh, ya que en algunos casos les atribuyen 
automáticamente carácter obligatorio para la procedencia de la respectiva 
causal de revisión, y en otros casos los equiparan a un informe de fondo con 
recomendaciones no vinculantes. En este último caso, la Sala de Casación 
Penal de la Corte Suprema de Justicia, con base en el acervo probatorio, deberá 
determinar si el Estado colombiano incumplió o no con el deber de investigar, 
juzgar y sancionar a los responsables de violaciones a los derechos humanos 
y al derecho internacional humanitario.
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Bonilla Rincón y José Agustín Mena Serna por el delito de 
homicidio. Por consiguiente, la cSj Penal declaró sin validez 
la sentencia absolutoria proferida por el Juzgado de Primera 
Instancia del Comando General de la Fuerzas Militares, el 
17 de junio de 1994, y confirmada por el Tribunal Superior 
Militar el 12 de septiembre de 1994 y, en consecuencia, or-
denó remitir el proceso a la Fiscalía General de la Nación 
para que continuara con la investigación en contra de los 
suboficiales involucrados en los hechos del caso concreto.
Por último, la cSj Penal, en la Sentencia 30380 de sep-
tiembre 22 de 2010, declaró fundada la causal 3 del artículo 
220 de la Ley 600 de 2000, con base en el Informe final de 
la Comisión de Investigación de los Sucesos Violentos de 
Trujillo ocurridos entre marzo y abril de 1990 (el cual fue 
valorado y acogido por la cIdh mediante resolución en su 
88.º Periodo de Sesiones del 6 al 17 de febrero de 1995). La 
Comisión de Investigación fue creada por el Presidente de 
la República mediante el Decreto 2771 del 20 de diciembre 
de 1994[78], con fundamento en el acta de entendimiento 
78 El Decreto 2771 del 20 de diciembre de 1994 estableció las siguientes 
funciones de la Comisión Especial: “1. Revisar la totalidad de los expedientes 
judiciales, disciplinarios y administrativos conformados en desarrollo de las 
investigaciones a que dieron lugar los hechos, para evaluar cuidadosamente 
el alcance de las pruebas que obran en cada uno de ellos, con sujeción a las 
disposiciones legales vigentes y, en particular, a las normas referentes a la 
reserva del sumario; 2. Procurar a todo trance localizar y realizar entrevistas 
con los testigos que declararon en las investigaciones a que se refiere el punto 
anterior, así como con aquellas personas que tuvieron una percepción directa 
de los sucesos investigados y que se han abstenido de efectuar declaraciones 
al respecto; 3. Promover y garantizar la adopción de efectivas medidas de
 protección de los testigos de que trata el punto anterior; 4. Formular 
detalladas recomendaciones a los organismos de investigación y punición del
 Estado, para orientar y acelerar el curso de las investigaciones judiciales, 
disciplinarias o administrativas pendientes, o de las que puedan emprenderse 
para evitar que los hechos queden en la impunidad, cuidándose que tales 
recomendaciones no vayan en contravía del debido proceso y demás garantías 
judiciales; 5. Efectuar una evaluación del conjunto de las pruebas que recoja la 
propia Comisión y de las que obren en los expedientes judiciales, disciplinarios 
y administrativos y establecer según distintos niveles de certeza probatoria, 
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suscrita entre los agentes del Estado y los representantes de 
las víctimas bajo el auspicio de la cIdh el 26 de septiembre 
de 1994 (Caso 11.007 del 24 de abril de 1992 de la cIdh). 
La Comisión de Investigación, en su informe final del 31 
de enero de 1995, estableció la responsabilidad del Estado 
colombiano por los hechos relacionados con las violaciones 
a los derechos humanos y al derecho internacional humani-
tario, ocurridas entre marzo y abril de 1990, en el municipio 
de Trujillo (Valle del Cauca). 
Asimismo, la Comisión de Investigación recomendó al 
Estado colombiano adelantar una investigación judicial seria 
e imparcial para determinar los responsables de las viola-
ciones a los derechos humanos y al derecho internacional 
humanitario perpetradas en el municipio de Trujillo (Valle 
del Cauca). Por consiguiente, la cIdh, mediante resolución, 
en su 88.º Periodo de Sesiones, del 6 al 17 de febrero de 1995, 
acogió las conclusiones y recomendaciones del informe final 
de la Comisión de Investigación de los Sucesos Violentos 
de Trujillo del 31 de enero de 1995. De esta manera, la cSj 
Penal, con base en el acervo probatorio, declaró la invalidez 
de la sentencia absolutoria proferida por el Juzgado Tercero 
de Orden Público de Bogotá, el 4 de enero de 1991, y con-
firmada por el Tribunal Nacional de Orden Público el 20 
de septiembre de 1991, a favor de Henry Loaiza Ceballos, 
Diego Montoya Sánchez, Alirio Urueña Jaramillo, Carlos 
Alberto Garcés Giraldo y Diego Rodríguez Vásquez y, por 
ende, ordenó remitir el proceso a la Fiscalía General de la 
los elementos de imputación y exculpación que obran contra los presuntos 
autores, coautores o partícipes que se logre identificar, así como los alcances 
de la responsabilidad del Estado en el desarrollo de los acontecimientos. Las 
conclusiones de tal evaluación serán formalmente entregadas por la Comisión 
al Gobierno; y 6. Formular detalladas recomendaciones al Gobierno Nacional 
sobre los términos y modalidades en que deben reconocerse y expresarse 
en compensaciones, restituciones e indemnizaciones a las víctimas, las 
responsabilidades que correspondan al Estado por la ejecución y desarrollo 
de los hechos de que se trata” (Presidencia de la República, 1994, art. 3).
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Nación para que continuara con la investigación por los 
delitos de homicidio con fines terroristas, secuestro y con-
formación de grupos de sicarios y paramilitares.
3.4. Casos sometidos a la Corte Interamericana  
de Derechos Humanos
La cSj Penal, en Sentencia 26021 del 17 de septiembre de 2008, 
declaró fundada la causal 4 del artículo 192 de la Ley 906 
de 2004, con base en la sentencia del Caso Gutiérrez Soler vs. 
Colombia de la Corte Idh, que estableció la responsabilidad 
internacional del Estado colombiano, el 12 de septiembre de 
2015, por los actos de tortura infligidos a Wilson Gutiérrez 
Soler por parte de agentes estatales (en concreto, violación 
de las obligaciones de respetar y garantizar los derechos a 
la integridad personal, a la libertad personal, a las garantías 
judiciales y a la protección judicial). La cSj Penal, con fun-
damento en la citada sentencia de la Corte Idh, declaró sin 
validez el auto de cesación de procedimiento, proferido por 
el Juzgado de Primera Instancia de la Policía Nacional de 
Bogotá el 2 de marzo de 1998, y confirmado por el Tribunal 
Superior Militar el 30 de septiembre de 1998, en favor del
coronel de la Policía Nacional Luis Onzaga Enciso por
el delito de lesiones personales. Por consiguiente, la cSj Penal 
ordenó remitir el proceso a la Unidad Nacional de Derechos 
Humanos y de Derecho Internacional Humanitario de la 
Fiscalía General de la Nación para que continuara con la 
investigación en contra del coronel retirado en cita y demás 
personas relacionadas con las violaciones a los derechos 
humanos declaradas por la Corte Idh en la mencionada 
sentencia.
En igual sentido, la cSj Penal, en Sentencia 26180 del 
9 de diciembre de 2010, declaró fundada la causal 3 del 
artículo 220 de la Ley 600 de 2000, con fundamento en la 
sentencia del Caso de las Masacres de Ituango vs. Colombia 
de la Corte Idh, que estableció la responsabilidad interna-
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cional del Estado, el 1.º de julio de 2006, por las masacres 
perpetradas en los corregimientos de La Granja y El Aro 
(ubicados en el municipio de Ituango), por miembros de 
los grupos paramilitares, con la aquiescencia, tolerancia y 
colaboración de la Fuerza Pública (Corte Interamericana 
de Derechos Humanos, 2006d). En este caso, la cSj Penal, 
con base en la citada sentencia de la Corte Idh, declaró sin 
validez la sentencia absolutoria proferida por el Juzgado 
Primero Penal del Circuito Especializado de Antioquia, 
el 14 de noviembre de 2003, y confirmada por el Tribunal 
Superior de Antioquia el 12 de julio de 2004, en favor del 
teniente de la Policía Nacional José Vicente Castro (coman-
dante de la subestación de Policía de Ituango) por los delitos 
de homicidio agravado múltiple y concierto para delinquir 
perpetrados en el corregimiento de La Granja. En conse-
cuencia, la cSj Penal ordenó remitir el proceso a la Unidad 
Nacional de Derechos Humanos y de Derecho Internacional 
Humanitario de la Fiscalía General de la Nación, para que 
continuara con la investigación en contra del mayor de la 
Policía Nacional José Vicente Castro, relacionada con las 
violaciones a los derechos humanos declaradas por la Corte 
Idh en la citada sentencia.
Por último, la cSj Penal, en Sentencia 40949 del 30 
septiembre de 2015, declaró fundadas las causales 3 del 
artículo 220 de la Ley 600 de 2000 y 4 del artículo 192 de 
la Ley 906 de 2004, con fundamento en la sentencia de 
“fondo” del Caso Caballero Delgado y Santana vs. Colombia 
de la Corte Idh, que estableció responsable al Estado co-
lombiano, el 8 de diciembre de 1995, por la desaparición 
y presunta muerte de Isidro Caballero Delgado y María 
del Carmen Santana, perpetrada el 7 de febrero de 1989 
por miembros del Ejército Nacional en colaboración con 
personas civiles que “actuaban como militares” (Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, 1995, núm. 54). En 
consecuencia, la Corte Idh ordenó al Estado colombiano, 
como medida de reparación, continuar con las investi-
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gaciones judiciales para determinar los responsables de 
las violaciones a los derechos humanos declaradas en 
la sentencia de “fondo” (en concreto, violación de las 
obligaciones de respetar y garantizar los derechos a la 
libertad personal y a la vida).
Asimismo, la cSj Penal, con base en las resoluciones de 
supervisión de cumplimiento de la sentencia de “fondo” 
del Caso Caballero Delgado y Santana vs. Colombia, constató 
que el Estado colombiano ha incumplido de manera “pro-
tuberante” con el deber de investigar, juzgar y sancionar a 
los responsables de las violaciones a los derechos humanos 
del caso concreto. De esta manera, la cSj Penal declaró sin 
validez, por una parte, una decisión de la Sala Disciplina-
ria del Consejo Superior de la Judicatura del 8 de mayo 
de 1997, mediante la cual se asignó la competencia a la 
jurisdicción penal militar para investigar al mayor general 
retirado del Ejército Nacional Alfonso Vaca Perilla, por los 
hechos relacionados con la desaparición y muerte de Isidro 
Caballero Delgado y María del Carmen Santana y, por otra, 
una decisión de cesación de procedimiento proferida por el 
Juzgado de Primera Instancia Militar, el 14 de noviembre 
de 1997, y confirmada, en grado jurisdiccional de consulta, 
por el Tribunal Superior Penal Militar el 10 de julio de 1998, 
en favor del mayor general retirado en cita por los delitos 
de secuestro, desaparición y homicidio. En consecuencia, la 
cSj Penal ordenó remitir el proceso a la Fiscalía General de 
la Nación para que continuara con la investigación de los 
responsables de la desaparición y muerte de Isidro Caballero 
Delgado y María del Carmen Santana79.
79 Sobre el tema, véanse las siguientes resoluciones de la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos: 2002b; 2003e; 2007f; 2008e; 2009g. 
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coNcluSIoNeS
La Corte Idh en reiterada jurisprudencia ha manifestado que 
los Estados parte en la cadh tienen el deber de investigar, 
juzgar y sancionar a los responsables de las violaciones a los 
derechos humanos y al derecho internacional humanitario, 
en el marco de la jurisdicción ordinaria y conforme a las 
garantías judiciales del debido proceso (arts. 8.1 y 25.1, en 
relación con el art. 1.1 cadh)80. De esta manera, la justicia 
penal militar carece de competencia para investigar, juzgar 
y sancionar a los miembros de la Fuerza Pública responsa-
bles de las violaciones a los derechos humanos y al derecho 
internacional humanitario (arts. 8.1 y 25.1, en relación con 
el art. 1.1 cadh)81. Por consiguiente, la Corte Idh en su juris-
prudencia ha establecido que los Estados parte en la cadh 
deben abstenerse de aplicar disposiciones de derecho interno 
que contribuyan a perpetuar la impunidad, en los casos de 
violaciones a los derechos humanos y al derecho interna-
cional humanitario, tales como la amnistía, la prescripción, 
el indulto, la cosa juzgada (aparente o fraudulenta), el prin-
cipio de non bis in idem, la irretroactividad de la ley penal y 
el establecimiento de excluyentes de responsabilidad82. En 
este sentido, la Corte Constitucional en las sentencias C-004 
de 2003, C-871 de 2003 y C-979 de 2005 estableció que en los 
casos de impunidad de violaciones a los derechos humanos 
y al derecho internacional humanitario se justificaba la limi-
tación de los principios de non bis in idem y de cosa juzgada, 
para garantizar los derechos de las víctimas a la verdad, a 
la justicia y a la reparación (CP, Preámbulo y arts. 2, 9, 93, 
229 y 250). De acuerdo con esto, las causales 3, 4 y 5 de la 
80 Al respecto, véase Corte Interamericana de Derechos Humanos (2009a; 2009f).
81 Sobre el tema, véase Corte Interamericana de Derechos Humanos (2004g; 
2005f; 2005h; 2006c; 2007d; 2007e; 2012b; 2013; 2014).
82 Sobre el tema, véase Corte Interamericana de Derechos Humanos (2006m; 
2006n).
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acción de revisión penal, en relación con el inciso final del 
artículo 220 de la Ley 600 de 2000 y el numeral 4 del artículo 
192 de la Ley 906 de 2004, proceden en los siguientes casos: 
(i) cuando con posterioridad a una sentencia condenatoria 
ejecutoriada surgen hechos o pruebas nuevas no conocidas 
en el desarrollo de un proceso penal por delitos en general 
(p. ej., hurto, extorsión, abuso de confianza y estafa) que 
establezcan la inocencia o inimputabilidad de la persona 
procesada; (ii) cuando con posterioridad a una decisión 
de preclusión de investigación, cesación de procedimiento 
o absolución del procesado surjan hechos o pruebas no 
conocidas en el desarrollo de un proceso penal por viola-
ciones a los derechos humanos o al derecho internacional 
humanitario (p. ej., desapariciones forzadas, ejecuciones 
extrajudiciales, violencia sexual, actos de tortura o tratamien-
tos crueles, inhumanos o degradantes). En estos casos, el 
hecho o prueba nueva podrá fundamentarse en una decisión 
de una autoridad judicial interna (en particular, un juez o 
tribunal competente, imparcial e independiente), o en un 
pronunciamiento de un organismo internacional de super-
visión y control de derechos humanos, cuya competencia 
haya sido aceptada por el Estado colombiano (p. ej., cIdh y 
Corte Idh); y, (iii) cuando con posterioridad a una decisión 
de preclusión de investigación, cesación de procedimiento, 
condena o absolución del procesado se constante que el 
Estado incumplió de manera “protuberante” el deber de 
investigar, juzgar y sancionar a los responsables de los he-
chos relacionados con violaciones a los derechos humanos 
o al derecho internacional humanitario. 
En este supuesto, el incumplimiento del deber de inves-
tigar de manera seria e imparcial los hechos relacionados 
con las violaciones a los derechos humanos o al derecho 
internacional humanitario podrá basarse en una decisión 
de una autoridad judicial interna (en concreto, un juez o 
tribunal competente, imparcial e independiente), o en un 
pronunciamiento de un organismo internacional de super-
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visión y control de derechos humanos, cuya competencia 
haya sido aceptada por el Estado colombiano (p. ej., Comité 
de Derechos Humanos de Naciones Unidas)83. En este orden 
de ideas, la cSj Penal, en el marco de la acción de revisión 
penal, garantiza la ejecución interna de las decisiones de 
los organismos de supervisión y control de derechos hu-
manos (sentencias e informes con recomendaciones), cuya 
competencia haya sido aceptada por el Estado colombiano 
(tales como cIdh y Corte Idh)84. 
En estos casos, la cSj Penal ha establecido, con base en 
el análisis de las decisiones de los organismos internacio-
nales de derechos humanos y del acervo probatorio, el 
incumplimiento “protuberante” del Estado colombiano del 
deber de investigar, juzgar y sancionar a los responsables 
de violaciones a los derechos humanos y al derecho inter-
nacional humanitario (CP, Preámbulo y arts. 2, 9, 93, 229 y 
250), en relación con los artículos 1.1, 8.1 y 25 de la cadh85. 
De esta manera, la cSj Penal, en el marco de la acción de 
83 Sobre el punto, la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia 
(2012c) manifestó: “De lo expuesto puede concluirse que como los dictámenes 
del Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas carecen de fuerza 
vinculante, no bastan por sí mismos para tener por acreditado el quebranto 
de garantías fundamentales, pero sí permiten examinar el procedimiento 
adelantando en el país, en el entendido de que corresponde única y 
exclusivamente a esta Colegiatura determinar si tuvo o no lugar la aducida 
violación de derechos fundamentales”.
84 En este último caso, la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de 
Justicia (2007) expresó: “La definición de si se cumple o no la causal que 
demanda revisar el proceso, no surge, en estricto sentido, como lo dispone el 
artículo 192 de la Ley 906 de 2004, en su numeral cuarto, de que esa instancia 
internacional haya establecido mediante una decisión que, en efecto, se 
violaron las garantías de seriedad e imparcialidad en la investigación, sino 
producto de que la Corte Suprema de Justicia, una vez habilitada la posibilidad 
de examinar el procedimiento, gracias a la recomendación de la Comisión 
Interamericana, encuentre que en verdad ello ocurrió así, pues, en caso 
contrario, dada la carencia de efecto vinculante de dicha recomendación, a la 
Sala no le corresponde más que avalar el proceso seguido en nuestro país”.
85 Sobre el punto, véase Corte Suprema de Justicia (2010b; 2011a; 2011b; 2011c; 
2011d; 2012a; 2013; 2014a).
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revisión penal, ha declarado la invalidez de decisiones de 
la justicia penal militar relacionadas con violaciones a los 
derechos humanos y al derecho internacional humanitario 
perpetradas por agentes del Estado en las décadas de 1980 
y 1990[86] (en concreto, la cSj Penal relativiza el alcance de los 
principios de non bis in idem y de cosa juzgada, en aras de 
garantizar los derechos de las víctimas de violaciones a los 
derechos humanos y al derecho internacional humanitario)87. 
Por consiguiente, la declaratoria de invalidez de las deci-
siones de la justicia penal militar por parte de la cSj Penal 
comprende la reapertura de una nueva investigación penal 
ante la jurisdicción ordinaria, conforme a las garantías 
judiciales del debido proceso (en particular, la cSj Penal, 
cuando declara la procedencia de la acción de revisión, no 
analiza la responsabilidad penal individual, por hechos 
relacionados con violaciones a los derechos humanos y al 
derecho internacional humanitario)88.
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